Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 8 minutos.) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el placer de recibir en la tarde de hoy al Director y 
Subdirector de la Oficina Nacional del Servicio Civil, a quienes se les ha hecho llegar una nota y fueron invitados para concurrir a 
este ámbito. 


Les cedemos el uso de la palabra y, luego, los diferentes señores Senadores harán las preguntas que entiendan del caso. 


SEÑOR TOMA.- Soy el Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil y me acompaña el señor Humberto Ruocco, que ostenta el 
cargo de Subdirector de la misma Oficina. Estamos a vuestras órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se les hizo llegar una nota vinculada con un tema puntual de la Comisión, por lo que sería bueno 
comenzar con el abordaje de ese tema para después analizar otras inquietudes que diferentes señores Senadores han tenido 
respecto a la situación de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR TOMA.- Sobre el punto en particular, pediría que el señor Presidente me autorice a ceder el uso de la palabra al señor 
Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR RUOCCO.- Por medio de la nota se solicita opinión acerca de la situación de los funcionarios de ANTEL contratados por 
temporada. Naturalmente que esto, de alguna manera, está vinculado con un trabajo realizado acerca de cómo encarar las 
diversas formas de contratación que existen en el Estado. 


Ese trabajo fue realizado en forma bipartita, tanto por COFE -es decir, la organización de los trabajadores de la Administración 
Central- como por la Mesa Sindical de la Coordinadora de los Entes. Dicho trabajo culminó con un documento que dimos por 
finalizado el día 31 de mayo. Hicimos una presentación pública por la prensa y también, en su ocasión y cuando fuimos 
convocados, nos presentamos ante la Comisión de esta misma naturaleza de la Cámara de Representantes. 


En ese trabajo se realizó -como un subproducto de la negociación colectiva- un acuerdo y dentro de él estaba implícito que en el 
próximo Presupuesto incorporáramos en el articulado la manera de llevarlo adelante. Lógicamente que primero hicimos un 
diagnóstico de la situación, lo cual fue muy interesante porque, de alguna manera, asumimos colectivamente lo que por separado 
habíamos analizando, lo que habíamos recibido del Estado en este Plan. 


Posteriormente, nos abocamos a encontrar el camino de las posibles soluciones. Uno de los primeros debates que tuvimos estaba 
vinculado a los límites que podía tener este trabajo. 


Digo esto porque el hecho disparador de que en el Estado se cerrara el ingreso, determinó que hubiera otras formas de 
contratación que, de alguna manera, lo que hacían era burlar la ley. En nuestra opinión, dicha disposición había quedado en desuso 
pero, naturalmente, estaba vigente. Para decirlo de una forma genérica, igualmente se encontraban otras formas de contratación 
sustitutivas como consecuencia de que el Estado seguía precisando nutrirse de personal idóneo de la materia que fuera. Para ello 
se apeló a diversas formas de contratación. Las más conocidas fueron la de los becarios y la de los pasantes, más allá de que 
hubieron otras que no gozaron de tanta fama pero que, de alguna forma, estaban integradas. 


Entonces tuvimos que determinar cuáles eran los límites que esto tenía. Hasta que se aprobó una ley en el año 2001 vinculada al 
tema de los becarios y los pasantes, el límite era el siguiente. Había gente que ingresó bajo ese rubro pero no cumplía ninguna de 
esas condiciones. Digo esto porque nosotros le damos mucha importancia a conceptualizar qué es cada cosa. Por ejemplo, un 
becario es una persona que ingresa para percibir un emolumento y, poder seguir con sus estudios; entra y sale. En lo que tiene que 
ver con el pasante, es alguien que ingresa, hace su primera experiencia laboral -tan solicitada en el mercado que es la segunda 
pregunta que se le hace a una persona cuando se presenta a pedir trabajo- entra y sale. Así tendría que ser y no generarse la 
contrapartida de que, por un lado, se dice que hay menos funcionarios en el Estado y, por otro, que hay más gente que vive del 
Estado. En realidad lo que se está generando es una falta de profesionalización de la función pública , una ruptura de la carrera 
funcional. Por otra parte, se producen otras consecuencias -conocidas por todos los señores Senadores- como, por ejemplo, los 
envejecimientos. Todo esto lo hemos escrito en nuestro diagnóstico de ese trabajo común. 


Allí hay una opinión colectiva del Gobierno y de las organizaciones sindicales, ya que este instructivo lo hicimos en conjunto. 


Entonces, tuvimos que poner otro tipo de límites y reconocer que hubo empresas que contrataron en forma tercerizada con el 
Estado, que hubo funcionarios contratados por temporada y que hubo empresas que contrataban a través de contratadoras de 
personal como, por ejemplo, "Manpower" y otras de plaza. Todo esto lo fuimos dejando fuera del acuerdo. Un concepto que 
manejamos -y aquí está escrito- tiene que ver con que íbamos a tratar situaciones de gente que tenía un vínculo de relación de 
dependencia ininterrumpido y que estaba subordinada a algún jerarca en ese ámbito. 


Ese fue uno de los grandes acuerdos a que llegamos. Luego pasamos a los de tipo instrumental, es decir, a cómo se instrumenta 
esto y a quién tiene potestades para resolver quién entra y quién no. Nos pareció que ese era el momento de darle las facultades, 
tanto a los Incisos como a las empresas del Estado, para que tomaran decisiones concretas, ya que la oficina tiene una visión 
panóptica, pero no puede hablar de las personas ni valorar. Con este fin, estamos trabajando para generar comisiones bipartitas. 
En el acuerdo figura que este articulado, que posibilita lo que he planteado de manera general, iba a incluirse en el Presupuesto por 
lo que, evidentemente, teníamos todos estos meses para concretar esas comisiones bipartitas y analizar la situación. 


Lo que se acordara allí, ya fuera en un sentido o en otro, debía culminar en un acto administrativo y, a partir de enero, la persona se 
integraba o quedaba fuera de la función. En caso de ingresar lo haría por contrato de función pública, en el último grado del 


escalafón. 


En consecuencia, ya que no podemos elaborar un decreto para el funcionamiento de esas comisiones bipartitas porque la ley no 
existe, en la Oficina estamos preparando un instructivo a esos efectos. De esa manera se podrá adelantar el trabajo y empezar a 
tomar decisiones que deben adoptarse en cada lugar específico. 


Lo que he manifestado corresponde a los funcionarios en general. En cuanto a los empleados por temporada de ANTEL -que es 
uno de los motivos precisos de la convocatoria- aquí hubo intereses comunes del Directorio del Ente y de la organización sindical 
que los nuclea, es decir, de SUTEL. Se acordó que se precisaban funcionarios por temporada alta en los balnearios para abrir 
algunas oficinas en esa época puntual y, con ese fin, se pensó en aprovechar la experiencia acumulada de la gente. Como se 
necesitaban 16 personas, se adoptó como criterio objetivo una calificación previa que se hizo en base a normas preestablecidas y 
de común acuerdo. El problema es que, una vez elegidas esas personas, se hizo la solicitud correspondiente a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y a la Oficina Nacional del Servicio Civil, pero en ambos casos se respondió negativamente. Más allá 
de que a nosotros esto nos parezca bien o mal, actualmente existen normas que tenemos obligación de cumplir y, si bien nuestra 
vocación puede ser cambiarlas hoy están y, reitero, debemos acatarlas. 


Entonces, en el cumplimiento de esas normas se ha transcripto un instructivo común entre la Oficina Nacional del Servicio Civil y la 
Contaduría General de la Nación, en donde se alude a las normas que hay que cumplir. Hay una que atenta contra esta voluntad, 
tanto del Directorio como de los trabajadores, que dice que se debe disponer de un llamado público y abierto para presentarse a 
concurso de méritos y antecedentes para la selección de los postulantes realizado por la jerarquía del organismo. O sea que esta 
normativa actual imposibilitaría tomar a esas 16 personas de la manera que se hizo, que no juzgo correcta o incorrecta. Es más, si 
me obligan a dar una respuesta diría que me gustaría hacerlo así, pero no es lo adecuado. 


Por lo que dije anteriormente en cuanto a que no tienen un vínculo de relación de dependencia ininterrumpida, no pueden integrar 
el proyecto futuro -que si se aprueba, tendría vigencia a partir del 1% de enero- y tampoco podemos contratarlos bajo la forma que 
hoy está planteando ANTEL y el propio gremio, porque no tenemos normas para hacerlo. Esta es una primera respuesta. 


SEÑOR GALLINAL.- Sobre este tema de la eventual contratación de los funcionarios por temporada que el Subdirector dice que 
no tenemos norma para hacerlo, precisamente realizamos la consulta para ver si se hace necesario crearla. Esa es nuestra 
responsabilidad, nuestra competencia, nuestra tarea y probablemente exista en el seno de esta Comisión voluntad para buscar una 
solución. 


La pregunta sería, entonces, cuáles considera la Oficina Nacional del Servicio Civil que son los pasos que se deberían dar para 
otorgar el instrumento a ANTEL a fin de que pueda actuar y solucionar una situación que parece justa, por lo menos esa es la 
impresión de quien habla, que no dice que sea también la de la Comisión. Luego de recibir aquí a esta gente -ya lo habíamos 
hecho en la Legislatura anterior- y de saber que, ejercicio tras ejercicio, se van reiterando en el cargo y que cada vez lo van 
haciendo en forma más profesional y que ello le ha dado un resultado muy importante a la Administración, nuestra intención es, si 
es posible, normalizar, formalizar ese relacionamiento que lleva tanto tiempo, con los criterios más justos posibles de manera de dar 
también, no sólo a la Administración, sino además al funcionario, la tranquilidad de gozar de una vinculación contractual formal que 
les genera otras certezas y otras posibilidades que hoy no tienen. 


SEÑORA DALMAS.- En realidad, de forma complementaria -creo yo- con lo que acaba de plantear el señor Senador Gallinal, debo 
decir que este personal de ANTEL -por lo menos en un buen número de casos- se reitera año tras año, o sea que tiene 
permanencia en el cargo, solo que parcial en el año; permanencia que, según recuerdo, supera los diez años. 


Por otro lado es probable que haya otro lugar en el Estado, pero sé que es una realidad por lo menos en ANTEL que ese personal 
no puede ser permanente, porque no es necesario en todas las épocas del año. Quiere decir que siempre va a ser personal por 
temporada. 


Sé también que hay algunas desviaciones donde el personal, que debería estar por temporadas, realiza tareas que deberían ser 
permanentes. Quiere decir que de alguna manera se está paliando una situación proveniente de la prohibición del ingreso de 
funcionarios y las necesidades de personal. 


Personalmente, no me gustaría buscar una solución legal demasiado puntual, es decir para un Ente en particular, a menos que 
fuese el único caso en el Estado, y tampoco me gustaría legislar en contradicción con las normas generales en cuanto a hacerlo a 
través del Presupuesto Nacional o posteriores proyectos -no tengo bien claro qué va a venir en el Presupuesto y a posteriori en 
alguna otra disposición; aunque en los temas que se van a tratar podrían hacer un adelanto si lo entienden conveniente- pero, de 
todas maneras, comparto la preocupación. Incluso, es algo que me aqueja cada vez que asiste a la Comisión personal contratado, 
es decir estos "sui generis" que hay en todos los rincones del Estado, de todos los tipos y que además se sienten muy mal en este 
momento, viniendo a nuestros despachos a pedir alguna solución que, por supuesto, es atendible. Todos -y el Gobierno también- 
deseamos encontrar soluciones de la forma más justa, lo que pasa, por lo menos, por ser una norma general con las 
particularidades de contrato que hay hoy -con fechas, con etapas- pero que tengan algún carácter general como para poder 
atender los casos sin nombre y apellido. Por eso en ese entendido nos gustaría que nos dieran alguna pista sobre la legislación de 
futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con independencia de lo que dice el señor Senador Gallinal, comparto lo que nosotros podemos legislar y 
es verdad, tal como lo ha dicho la señora Senadora Dalmás. 


Una cosa es el Estado Central y otra es todo lo que tiene que ver con las empresas públicas y los Entes Autónomos, muchos de los 
cuales están en competencia. En algunos casos esto sucede no porque tengan el monopolio, pero sí por cosas alternativas donde 
las herramientas contractuales que da el Derecho Laboral son amplias y respecto de lo que tendría que haber una ley que le diera 
al administrador -dentro del marco normativo- la posibilidad de actuar sin desvirtuar los conceptos centrales de los ejes de la 
subordinación -como decía el señor Ruocco- como punto central de la relación laboral, más allá de que sea por temporada o no. 
Sería bueno construir un marco jurídico donde las excepciones no sean tales y podamos prever las particularidades en una norma 
que le dé flexibilidad al administrador para poder gerenciar; porque en algunas oportunidades poder gerenciar y administrar 


determinadas empresas del Estado en competencia con la rigidez de la Administración Pública no sé si hará fracasar a la empresa 
pero genera complicaciones como esta. 


Para nosotros es importante saber en qué podemos colaborar y cuáles son los grandes caminos -como decía la señora Senadora 
Dalmás- del tránsito futuro que se instaurará en el Presupuesto. 


SEÑOR RUOCCO.- Si me preguntan conceptualmente, quiero la movilidad en el Estado, no quiero la rigidez, pero debemos 
establecer los límites. Si este instructivo no existiera, sería maravilloso sobre todo por lo que existe detrás del mismo. 


Entonces, como una opinión personal adelanté que me gustaría resolver este problema y que es cierto que tenemos que asumir 
todo ese argumento de las empresas en competencia, porque es cierto y no las podemos dejar desprotegidas. 


El gran tema es que cuando se hace una negociación siempre es más complicado tener que decir "no" que decir "vale todo, vamos 
arriba". Lo que quiero aclarar es que fuimos con un límite y dijimos "hasta acá". Obviamente, los límites son límites y de pronto un 
poco más acá hubiera estado bien o quizás hubiera estado mejor un poco más allá. Lo cierto es que tomamos esta decisión y así la 
trasuntamos en el articulado. También es cierto que en este libro hay todo un capítulo de excepcionalidades y de pronto esa no es 
la mejor manera de legislar; lo comprendo perfectamente. 


El problema es que si en este acuerdo abrimos la puerta de los límites que pusimos, no sabemos lo que puede entrar. Por eso, todo 
debemos hacerlo con mucha responsabilidad y porque, además, tiene su costo; no se trata de que lo que pagamos acá se 
transfiera automáticamente. De todos modos, sabemos que el costo es mayor, pero todavía no sabemos exactamente cuánto más 
va a salir; por el momento, tenemos una estimación. 


Nosotros tenemos voluntad de buscar una solución, pero no se me ocurriría improvisar ante los señores Senadores porque sería 
una falta de respeto. En todo caso, si los señores Senadores creen que tenemos un espacio para hacerlo y devolverles una 
respuesta por escrito, nos comprometeríamos a buscarla y a enviarla, siempre sobre la base de esta voluntad que hemos 
expresado ambas partes, tratando de no romper el equilibrio del acuerdo general. También quiero decir que estamos dispuestos a 
realizar las consultas previas con la misma gente que negociamos, porque hay una cuestión de respeto recíproco y no me gustaría 
adoptar una posición después que ya celebré un acuerdo con otras personas. 


Por lo tanto, esos son los trámites que haríamos, por supuesto, con toda la urgencia que el caso requiere. 


Además, si los señores Senadores quieren sugerirnos algo, desde ya estamos dispuestos a aceptarlo, pues entendemos la 
voluntad política de los señores Senadores para resolver este problema. Eso nos quedó absolutamente claro. Por nuestra parte, 
trataremos de encontrar el camino adecuado. Seguramente, la gente de ANTEL también lo aceptaría con gusto. Lo que tememos, 
en realidad, es que esto se dispare y no podamos resolverlo. 


SEÑOR ALFIE.- Me gustaría saber si consideran que además de la solución legal puede existir otra de otro tipo, porque hoy 
tenemos una prohibición de ingreso general, establecida por ley. Además, ni siquiera se trata de la Ley de Presupuesto, que no 
incluye a los Entes, sino de una ley especial. ¿A ustedes les parece que puede haber otra solución que no sea legal? 


SEÑOR RUOCCO.- Estamos pensando en una solución legal. 
SEÑOR ALFIE.- Creí que estaban pensando en otra cosa. 
SEÑOR RUOCCO.- Es más; para tomar la decisión que adoptamos nos basamos en la ley que ya existe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por nuestra parte, desde ya adelantamos que haremos las consultas previas a la elaboración de un 
documento para, vía Presidencia, buscar la forma de trabajar sobre borradores. A veces, los acuerdos por acumulación también 
ayudan. 


Creo que la idea de la Comisión es buscar una solución a este tema. El trabajo en borradores a veces permite avanzar más que si 
se hace en documentos finales, porque éstos son más rígidos, o pueden llegar a serlo. En lo personal, me gusta más trabajar en 
borradores, a los efectos de ir construyendo la voluntad a medida que se va avanzando. Insisto en que es una idea personal, pero 
el temperamento de la Comisión está manifestado. 


SEÑOR GALLINAL.- Obviamente no nos es ajeno que tenemos iniciativa para presentar proyectos de ley; podríamos hacerlo y 
quizás es lo que corresponde. Sin embargo, como bien dijo el señor Senador Alfie, este no es tema de materia presupuestal ni 
tampoco una solución para las iniciativas que existen en este momento en materia de becarios; es un asunto propio de la 
Administración Nacional de Telecomunicaciones. En caso de solucionarse legalmente, no sólo va a estar dirigido a un organismo en 
particular -aunque podría ser genérico respecto a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados- sino también a un conjunto 
de funcionarios que vienen desarrollando esas funciones. 


O sea que aquí no sólo está en juego el tema de una prohibición de ingresos a la Administración Pública -a propósito, el Gobierno 
ha anunciado a través de la prensa su intención de modificar esa resolución- sino que además no podríamos recorrer el camino de 
los principios generales, porque éstos nos impiden ir a una contratación con nombre y apellido. 


Sé que la ley, en definitiva, comprendería el caso de un conjunto de personas en especial, pero es la manera de dar forma legal a 
algo que, en los hechos, se viene reiterando en el transcurso de estos años, dado que hay situaciones que datan de más de diez 
años. Eso es lo que estamos tratando de solucionar. 


Sin embargo, si la iniciativa se remite desde la Comisión Nacional del Servicio Civil, creo que todos tenemos la visión de que le da 
otra legitimidad porque refiere a un terreno complicado en el que me consta que nuestros visitantes tienen un conocimiento muy 
profundo y directo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia entendía en este caso -nobleza obliga- que cuando la Comisión Nacional del Servicio Civil 
refiere a que nosotros aportemos, ello tiene que ver con la libertad de acción que tiene cada Legislador de trabajar en las iniciativas 


de manera sectorial, personal o política. Esto no implica detener cualquier otra idea de los señores Legisladores, que tienen el 
legítimo derecho a presentarlas con independencia de los tiempos manejados. No pretendemos limitar el derecho de los 
Legisladores y de cada Partido político en cuanto a tomar la decisión que crean más conveniente. 


Si no se hace uso de la palabra, agradecemos la presencia de los representantes de la Comisión Nacional del Servicio Civil. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Comisión Nacional del Servicio Civil) 


linea del nie de nádina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


